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PRESENTACIÓN

En los últimos 25 años América Latina ha experimentado un proceso 
muy intenso de reformas que han transformado muchas de las carac-
terísticas tradicionales de nuestros sistemas judiciales. En general, 
se trata de procesos de modernización que han estado orientados 
principalmente a la transformación del sistema de justicia criminal 
y, con menor énfasis, a cambios en materia de justicia civil, a pesar 
del aumento constante del volumen de la litigiosidad en este sector 
y que el tipo de asuntos que allí se resuelven involucran una gran 
parte de la ciudadanía.

Con la sola excepción de Uruguay, que encaró una reforma com-
pleta y radical de sus procedimientos civiles en la década de los 80 
del siglo pasado, y Perú, en menor medida, los países de la región 
no han modificado las características básicas de sus procedimientos 
civiles que se mantienen apegados al modelo tradicional basado en 
procedimientos escritos.

La situación descrita ha tendido a cambiar recientemente. En efecto, 
actualmente es posible constatar un creciente interés de muchos paí-
ses latinoamericanos por abordar la reforma procesal civil. Dicho inte-
rés se ha traducido en proyectos de códigos completos para todas las 
materias y, en muchos casos, en reformas específicas en áreas impor-
tantes del sector, tales como familia, cobranzas, laboral, entre otros.

En este contexto de cambios e iniciativas, es clave que la reforma 
a la justicia civil no sea entendida simplemente como un tema 
técnico-legal o puramente doctrinario, es decir, que se resuelve con 
la pura modificación de ciertas reglas procesales. Al contrario, es in-
dispensable que sea comprendida y asumida como un proceso polí-
tico de la mayor relevancia, destinado a abordar problemas clave de 
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las políticas públicas, tales como la inclusión y la cohesión social, 
evitando la existencia de grupos o sectores marginados que quedan 
fuera de la actividad económica y de la legalidad en general.

Para avanzar en esta dirección, es necesario acumular información 
e ideas que puedan hacer que esta renovada discusión acerca de la 
reforma a la justicia civil sea lo más profunda e informada posible. 
Con este propósito, en el mes de mayo de 2008, el Centro de Estu-
dios de Justicia de la Américas, CEJA, organizó en Santiago de Chile 
–con el auspicio del proyecto EUROsociAL Justicia y el apoyo de 
la Corte Suprema de Justicia de Chile y el Instituto Iberoamericano 
de Derecho Procesal– el Seminario Internacional “Innovación en la 
Justicia Civil”. En dicho evento se contó con la presencia de repre-
sentantes de 21 países de América Latina y Europa y se discutieron 
y analizaron las experiencias concretas ya adelantadas en la región 
como también en algunos países europeos. Al mismo tiempo, se pre-
tendió ampliar la agenda temática del debate identificando una se-
rie de aspectos que, no obstante, son cruciales para el desarrollo de 
una reforma procesal civil, y que normalmente no se han incluido 
en el debate tradicional centrado en la idea de la reforma entendida 
solo como un cambio de los códigos procesales.

Concretamente, en el encuentro se estudiaron diferentes mecanis-
mos que permiten ampliar y mejorar la oferta de tutela jurídica, 
tales como la justicia de pequeñas causas o los métodos alternos de 
resolución de conflictos, como la mediación y el arbitraje institucio-
nal. Se analizó cómo consagrar y hacer efectivamente operativo el 
derecho a un debido proceso en estos asuntos, aprovechando para 
ello los aprendizajes existentes en materia de oralidad gracias a la 
experiencia acumulada en las reformas procesales penales. Otro 
tema relevante fue la mejora en la eficiencia y focalización de los 
recursos públicos destinados a la resolución de este tipo de conflic-
tos. A la par, se analizó cómo las mejoras en la gestión pueden ayu-
dar enormemente a la productividad del sistema, incorporando eco-
nomías de escala y una administración profesional de los tribunales.

Esta nueva publicación da cuenta de las presentaciones que tuvieron 
lugar en este Seminario, complementando así una primera publica-
ción de CEJA en el tema de reformas a la justicia civil, que tuvo lu-
gar durante el año 2007 y que consistió en un volumen denominado 
“Nueva Justicia Civil para Latinoamérica: aportes para la reforma”.

Pensamos que este segundo volumen de trabajos vinculados a la 
temática procesal civil resume bien lo que consideramos es la con-



9

PRESENTACIÓN

tribución que CEJA hace a la discusión regional y que viene enca-
bezando desde el año 2005 al promover un discurso que abra una 
mirada más conectada a este problema, pero que también ayude a 
entender que la justicia civil es una cuestión que debe ser atendida 
desde la óptica de las políticas públicas, matizando soluciones y ali-
neando incentivos, de acuerdo al usuario que acude al litigio.

Por una parte, varios de los artículos plantean temas que pretenden 
ampliar la agenda de la reforma a la justicia civil. Tradicionalmente, 
como ya se ha señalado, se ha entendido que esta reforma consis-
te fundamentalmente en el reemplazo de la legislación que regula 
los procedimientos judiciales, y en este sentido no cabe más que 
reconocer la enorme contribución que significó el Código Modelo 
elaborado por el Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal. No 
obstante, a estas alturas sabemos que esa aproximación tiene limita-
ciones importantes.

Hay una serie de cuestiones centrales de la reforma que quedan 
fuera de los códigos, temas como el financiamiento de la misma, 
su implementación, el cambio de prácticas, la capacitación de los 
actores, todas las cuales son aspectos que requieren ser estudiados 
y analizados prioritariamente porque sabemos que su influencia so-
bre los resultados del proceso es central. Por otra parte, hay temas 
procesales que tradicionalmente no han sido vistos como centra-
les, pero que la experiencia ha demostrado que si no se resuelven 
adecuadamente generan enormes problemas en el funcionamiento, 
lo que implica una fuerte frustración de las expectativas de mejo-
ramiento de la calidad de vida de la población. Tal es el caso, por 
ejemplo, de los procedimientos destinados a resolver las pequeñas 
causas; o de las soluciones necesarias para el dar cumplimiento 
efectivo a las decisiones judiciales por medio de procedimientos de 
ejecución; o la instauración de fórmulas innovadoras para mejorar 
el acceso de la población a la justicia civil.

Solo si la reforma a la justicia civil logra empalmar las necesidades 
sociales, podrá aspirar a convertirse en una iniciativa fuerte e inno-
vadora. Es por eso que esperamos que esta publicación pueda ser 
un aporte en este debate que se comienza a dar en la mayoría de los 
países de la región.

Cristián Riego Ramírez

Director Ejecutivo
Centro de Estudios de Justicia de las Américas
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REFORMA A LOS PROCESOS 
CIVILES ORALES: 
CONSIDERACIONES DESDE EL 
DEBIDO PROCESO Y CALIDAD 
DE LA INFORMACIÓN

Mauricio Duce

Felipe Marín

Cristián Riego1

INTRODUCCIÓN

El proceso de reforma a los códigos de procedimiento civil no es 
nuevo en nuestra región. La mayoría de nuestros países fueron co-
lonia española y recibimos el ordenamiento procesal civil de dicha 
tradición. Así, el Código de Procedimiento Civil uruguayo de 1877 
estaba inspirado en la Ley de Enjuiciamiento Civil española de 1855 
o el Código chileno de 1902, que también tiene sus bases en las 
Siete Partidas y la Novísima Recopilación2. Esta regulación hoy anti-
cuada, diseñada para una realidad social y económica muy diferen-
te a la actual, ha sido y sigue siendo criticada por diversos frentes, 
surgiendo desde hace algunas décadas distintos esfuerzos para pro-
poner nuevas alternativas.

En este proceso de búsqueda de nuevas opciones, el Instituto Ibe-
roamericano de Derecho Procesal realizó un notable esfuerzo al 
diseñar el Código Modelo o Código Tipo del Proceso Civil para 
Iberoamérica con el objeto de ofrecer un nuevo proceso aplicable 
a toda nuestra región (esfuerzo que se inició a finales de la década 
de los 60 y que concluyó el año 1988). Este modelo fue tomado en 

1	 Los autores son profesores de la Facultad de Derecho de la Universidad Diego 
Portales, Santiago de Chile.

2	 Véase Santiago Pereira C., Una Experiencia Exitosa: Reforma Procesal Civil en 
Uruguay, en Justicia Civil y Comercial: Una Reforma Pendiente, Pontificia Uni-
versidad Católica de Chile, Santiago 2006, p. 750. Véase también Arturo Onfray 
Vivanco, Comentario a la Conferencia del Profesor Dr. Luis María Simón, en 
Cuadernos de Análisis Jurídico, Serie Ediciones Especiales Nro. 17, Universidad 
Diego Portales, Santiago 2004, p. 76. 
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gran parte por Uruguay en el Código General del Proceso que ha 
sido hasta el momento la experiencia de proceso “por audiencias” 
en materia civil hacia donde más se ha mirado como referencia en 
nuestro contexto regional. Normativas posteriores de reforma han 
sido, entre otras, la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil española del 
año 2000 y los nuevos tribunales de familia chilenos del año 2005, 
al que debe agregarse el nuevo proceso laboral. En lo esencial, 
todos estos nuevos ordenamientos civiles (no penales) han tenido 
como factor común el intento de modernizar nuestros procedimien-
tos para que respondan de mejor manera a los diversos valores que 
hoy consideramos importantes proteger –como el debido proceso– y 
a los problemas que aquejan a nuestros sistemas judiciales, como la 
congestión, lentitud y poca transparencia, los que han sido resuel-
tos con distintos grados de éxito. Estas reformas también han tenido 
como denominador común el cambio hacia sistemas en que se pri-
vilegia la oralidad para obtener la mejor concreción de la inmedia-
ción, asegurando la participación directa del juez en el proceso.

Actualmente este proceso evolutivo hacia mejores procedimientos 
sigue en marcha. Así, solo a modo ejemplar, en Chile nos encon-
tramos discutiendo un conjunto de otras reformas que pretenden 
modernizar el proceso para conocer las infracciones tributarias y 
aduaneras, como también una reforma del proceso civil general, 
entre otras que de seguro vendrán en un futuro cercano. Por lo mis-
mo, estamos frente a un escenario propicio para continuar pensando 
cuáles debieran ser las bases fundamentales sobre las que estas nue-
vas legislaciones procesales debieran operar.

A partir del estudio que hemos realizado para este trabajo y de 
nuestra propia experiencia acumulada, estimamos que este proce-
so de reforma hacia nuevos procesos civiles adolece de diversos 
problemas, entre los cuales destacaremos aquí dos que considera-
mos están en su base: En primer lugar, consideramos que el debido 
proceso no ha sido considerado suficientemente como el criterio 
orientador al momento de diseñar los nuevos procedimientos y, en 
segundo lugar, que el juicio oral no está diseñado de una manera 
que permita depurar eficientemente la información que el tribunal 
usará como materia prima para dictar la sentencia.

El primero de estos problemas es de la máxima importancia ya que 
se relaciona con la forma misma de concebir al proceso judicial y 
sus objetivos. Se trata de la determinación del punto de partida, del 
criterio orientador desde el cual se diseñará todo el proceso judicial. 
Dependiendo de cuál sea el punto de partida elegido, se definirán 
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las instituciones que lo compondrán y la relación que existirá entre 
cada una de ellas. Como se puede apreciar, el impacto que tendrá la 
elección del punto de partida es trascendental. Dos puntos de par-
tida diferentes concluirán con dos procesos judiciales diversos, con 
diferentes instituciones y distintas relaciones entre ellas.

Desde este punto de vista, estimamos que uno de los problemas que 
tradicionalmente hemos tenido en nuestros países ha sido el de ana-
lizar el proceso judicial desde un paradigma en el que se ha privile-
giado un conjunto de lineamientos que poco a poco fueron alejando 
al proceso civil de los valores básicos que deben inspirar la creación 
de cualquier proceso judicial en un Estado democrático moderno y 
que entendemos debe ser el “punto de partida” antes mencionado: 
las garantías procesales o debido proceso. Así, ha sido común el 
estudio del proceso civil desde la idea de los llamados “principios 
formativos del procedimiento” en los cuales se establecen diversas 
orientaciones de carácter descriptivo, desprovistas de valor normati-
vo, cuya función central sería la de guiar al legislador o al doctrina-
rio en el estudio y análisis del proceso civil. De esta forma, el debi-
do proceso –como paradigma a partir del cual se deben estructurar 
los procesos en todo tipo de materias– no ha sido considerado como 
un factor relevante.

En relación al segundo problema planteado, creemos que en los 
procedimientos civiles (reformados y no reformados) falta evolucio-
nar hacia un diseño de las reglas sobre la prueba que refuercen uno 
de los objetivos del juicio que estimamos primordial y que también 
debe constituir un punto de partida de su diseño: La información 
con la que cuenta el juez para tomar la decisión final del asunto 
debe ser de muy buena calidad. El juicio, por lo mismo, debe cons-
tituirse en un mecanismo muy eficaz para depurar la información 
sobre la cual se han de tomar decisiones de gran relevancia, tales 
como las que dicen relación con los derechos y obligaciones civiles 
de una persona (tuición, divorcio, cumplimiento de contratos, etc.) 
y, para ello, la clave está en la forma en que se ingresa y se valora la 
prueba en el juicio: Las reglas de la prueba.

En los sistemas procesales civiles reformados la regulación de la 
prueba aparece sujeta a una serie de criterios que pretenden superar 
las fórmulas inquisitivas tradicionales con miras a lograr una mejor 
calidad en el proceso de su producción y valoración. Esos criterios 
o principios son los de oralidad, inmediación, contradicción y, con 
mayor o menor énfasis en cada caso, de publicidad. Por otra parte, 
en cuanto a la valoración de la prueba rendida en juicio, existe en 
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los procesos de reforma un esfuerzo por abandonar algunos aspec-
tos del sistema de prueba tasada y enfatizar un sistema de valora-
ción más libre como el de la sana crítica. Sin duda que la proclama-
ción de todos estos principios constituye un paso importantísimo en 
el contexto de países que se encontraban apegados a una práctica 
de prueba escrita muy rígida y en donde la lógica de la prueba legal 
o tasada ha mantenido una influencia enorme. Además, es claro que 
la evolución de los sistemas legales pasa muchas veces por avances 
parciales y cambios incrementales, por lo que no cabe si no valorar 
la contribución que reformas como las planteadas han hecho en 
favor de un sistema de justicia civil con un sistema probatorio más 
moderno. No obstante, también estimamos importante examinar 
cuáles son algunas de las limitaciones de esos avances en el camino 
hacia un sistema probatorio más depurado, para lo cual analizare-
mos varias de las normativas reformistas relevando los puntos en los 
que nos parece existen áreas de la prueba que deben ser mejorados 
para convertir al juicio en una herramienta que permita lograr de 
mejor manera el objetivo de depurar la información que ha ingresa-
do a él.

En lo que sigue de este trabajo intentaremos entonces explicar cómo 
debiera diseñarse un proceso civil tomando como punto de parti-
da al debido proceso y al juicio oral como mecanismo eficaz de 
depuración de la información, mostrando con ello por qué estima-
mos que sin un cumplimiento efectivo de estos cualquier reforma a 
los procesos judiciales no estará a la altura del desafío y pondrá en 
riesgo la oportunidad histórica de lograr procesos judiciales moder-
nos, eficaces y respetuosos de los derechos de las personas.

Como explicaremos con más detalle en el capítulo sobre debido 
proceso, queremos señalar desde ya que esta forma de aproximarse 
a la construcción del proceso civil –desde la noción del debido pro-
ceso y del juicio como un instrumento eficaz para la depuración de 
la información– no se contradice con otras aproximaciones que van 
modelando también la forma del proceso judicial, como aquellas 
que provienen de las políticas públicas. De esta manera, formas de 
litigación más rápidas y menos costosas a través de procedimientos 
simplificados o monitorios, por ejemplo, no son contradictorias con 
el concepto de debido proceso ya que este admite grados distintos 
de aplicación dependiendo de diversos factores, como la voluntad 
de las partes en conflicto en orden a renunciar a ciertas garantías o 
de la gravedad de las consecuencias de la decisión que se somete a 
consideración del tribunal, por lo que un proceso judicial respetuo-
so del debido proceso, con un juicio oral eficiente en la depuración 
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de la información, no constituye a priori una traba para la adminis-
tración eficiente de los recursos públicos, siempre escasos, inverti-
dos en la justicia. Esto es aún más claro en todos aquellos casos en 
los que no exista controversia entre las partes, como ocurre en la 
mayoría de los procedimientos de ejecución. Aquí el espacio para 
lograr soluciones rápidas y baratas es aún más amplio.

I.	 EL DEBIDO PROCESO EN MATERIA PROCESAL CIVIL: 
ALCANCES Y GARANTÍAS FUNDAMENTALES

El objetivo de este primer capítulo será revisar los elementos centra-
les que constituyen uno de los dos puntos de partida sobre los cua-
les hemos señalado debiera organizarse la legislación procesal civil: 
el debido proceso. Para ello revisaremos en primer lugar los alcan-
ces y contenidos básicos que integran la noción de debido proceso 
contenida en los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos. 
Luego nos detendremos en la descripción del juicio oral, no visto 
aquí como herramienta de depuración eficaz de la información in-
gresada a él, sino como el aspecto medular, en nuestra opinión, del 
debido proceso y que constituye la garantía central que debe guiar 
la estructuración de todo el resto del procedimiento.

1.	 Debido proceso: nociones generales y alcances básicos

1.1. Noción general

Una idea central de un Estado Democrático de Derecho contempo-
ráneo es que no es posible determinar derechos u obligaciones de 
las personas sin que exista un proceso previo en el que se cumplan 
unos ciertos mínimos. Estos mínimos se agrupan contemporánea-
mente bajo la noción de “debido proceso”. La idea de debido pro-
ceso está constituida por un conjunto de parámetros o estándares 
básicos que deben ser cumplidos por todo proceso para asegurar 
que la discusión y la determinación de derechos que están en cues-
tión se haya realizado en un entorno de razonabilidad y justicia para 
las personas que intervienen en su desarrollo3.

3	 Esta idea es expresada con claridad en el voto de minoría del juez García Ra-
mírez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la Sentencia de 7 
de septiembre de 2004, en el caso Tibi contra Ecuador, al señalar en su conside-
rando 27: “El debido proceso –due process, de raíz anglosajona, que en algún 
país se traduce como garantías esenciales del procedimiento– es una de las más 
formidables herramientas para la protección de los derechos. Además constituye, 
él mismo, un derecho y una garantía para el justiciable. Permite o realiza la tutela 
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Se trata, en todo caso, de una noción compleja y que ha sido objeto 
de estudio y debate intenso. Por lo mismo, un esfuerzo por concep-
tualizarla en una forma más precisa pareciera ser una tarea sin mu-
cho sentido. Lo que sí es necesario dejar en claro es que su objetivo 
central es el establecimiento de condiciones que aseguren a todos 
quienes intervienen en un proceso, pero especialmente a aquellos 
cuyos derechos y obligaciones están bajo determinación judicial, 
que dicho proceso asegure razonablemente que puedan manifestar 
sus puntos de vista y controvertir los de su contraparte, todo ello en 
un entorno de juego limpio o con las garantías, como la ha dicho 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que “sirven para 
proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un 
derecho”4.

Esta noción no ha sido recogida adecuadamente en muchas de 
nuestras legislaciones procesales ni incluso en nuestras constitu-
ciones. Por ejemplo, en el caso chileno, la primera manifestación 
de la noción de debido proceso se encuentra en la Constitución de 
1980 que, en su artículo 19 Nro. 3, se refiere a la necesidad de un 
justo y racional procedimiento5. Hoy sabemos que esa cláusula fue 
introducida como producto de una inquietud de los miembros de la 
comisión constitucional que funcionó durante el gobierno militar 
(especialmente en la década de los 70) y que obedeció a una infor-
mación bastante general y vaga acerca del contenido de esta garan-
tía en el ámbito internacional y comparado. A partir de esa cláusula 
constitucional diversos autores han intentado aproximarse a cons-
truir una noción más clara del debido proceso con el fin de hacerla 
operativa. No obstante estos esfuerzos han tenido la limitación de 
intentar buscar los elementos del debido proceso en la práctica 
judicial chilena, en la que esta noción era hasta hace poco desco-
nocida, y por lo tanto no se trató de un camino muy fructífero. Es 

judicial efectiva. Implica acceso a la justicia formal, como audiencia, prueba y 
argumento, y material, como cauce para la obtención de una sentencia justa. Es 
limpieza y equilibrio en el empleo de las armas que se permiten al acusador y se 
depositan, igualmente, en las manos del inculpado, así como objetividad, sereni-
dad y voluntad de dar a cada quien lo suyo por parte del tribunal; en suma, fair 
trial. Todas estas nociones, cada una con su propia caracterización y su empla-
zamiento en los órdenes jurídicos nacionales, tienen un denominador común en 
su origen, desarrollo y objetivo, y pueden congregarse en el concepto de debido 
proceso”.

4	 Véase Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de octubre de 1987 (Garantías Judiciales 
en Estados de Emergencia).

5	 Dicha cláusula presenta diversos problemas técnicos en su redacción, partiendo 
por entregarle al legislador la definición de qué es lo que constituye un procedi-
miento racional y justo, todo lo cual ha sido fuertemente criticado por la doctrina 
nacional. Entre otros véase Alex Carocca, ob. cit. 
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por eso que la introducción de esta cláusula tuvo muy poco impacto 
en la configuración de los procesos chilenos. Así, tanto la doctrina 
constitucional como procesal tendieron a derivar de la cláusula 
constitucional algunas reglas formales como elementos constitutivos 
del debido proceso (por ejemplo, la notificación o emplazamiento) 
que lejos de poner en cuestión a los procesos vigentes, ayudaron a 
legitimarlos pese a ser muy cuestionables en las bases de su diseño6. 
Desafortunadamente esa doctrina ha tenido un impacto persistente 
en la jurisprudencia chilena7.

1.2.	Características básicas

a) El debido proceso es complejo

En este escenario nos parece importante detenernos en algunas 
de las características básicas de esta noción que no son objeto de 
debate en la actualidad y que resultan interesantes de ser brevemen-
te explicadas para comprender mejor la lógica de esta institución. 
Una primera característica central de la noción contemporánea del 
debido proceso es que está constituida por múltiples manifestacio-
nes específicas. Es decir, que el debido proceso es una noción com-
pleja desde el punto de vista de sus componentes. En este mismo 
sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al definir 
la idea de debido proceso, ha señalado que este está constituido 
por: “...el conjunto de condiciones que deben cumplirse para la 
adecuada defensa de aquellos cuyos derechos y obligaciones están 
bajo consideración judicial”8. Es decir, la Corte también ha evitado 
una conceptualización o delimitación precisa de su contenido y lo 
ha entendido como un conjunto relativamente abierto de mínimos 
o condiciones que deben cumplirse y que son enumerados en el 
artículo 8º de la Convención. Algo similar ha dicho el Comité de 

6	 En este sentido véase por ejemplo Enrique Evans de la Cuadra, Los Derechos 
Constitucionales, tomo II, Editorial Jurídica de Chile, Santiago 1986, pp. 28 a 32, 
y José Luis Cea, Constitución de 1980, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, Cap. 
XIV, pp. 298 a 312, en donde incluso llega a concluir a propósito de un análisis 
comparativo entre el diseño del proceso civil en Chile a principios de los años 
80 con las exigencias del debido proceso que “Demostrado ha quedado, sin 
embargo, que la legislación civil chilena cumple con los once requisitos que, sin 
intención taxativa, la Comisión consignó en sus actas” (p. 312).

7	 Por ejemplo, véase la Sentencia del pleno de la Corte Suprema del 8 de agosto de 
2000 referida al desafuero de Augusto Pinochet en su considerando 21 en el que 
cita explícitamente a esta doctrina. Más recientemente pueden verse un conjunto 
de decisiones del Tribunal Constitucional que siguen la misma lógica e invocan 
las mismas fuentes. Véase causas roles Nros. 478-2006 y 481-2006.

8	 Véase Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva 9/1987 
(“Suspensión de las Garantías en Estados de Excepción”).
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Derechos Humanos del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos en su Comentario General Nro. 13, referido al artículo 14 
de aquella convención, cuando señala que se trata de una norma de 
“naturaleza compleja” que se integra “con diversas provisiones” que 
requieren comentarios específicos9.

b) El debido proceso está integrado por estándares y no por reglas

Una segunda característica es que este conjunto de exigencias mí-
nimas que integran al debido proceso suelen presentarse en la legis-
lación internacional más bien como estándares generales que como 
reglas precisas y que, por lo mismo, requieren de trabajo argumen-
tativo para ser aplicables a situaciones fácticas concretas10. Nos pa-
rece que la expresión acuñada por la Corte Suprema de los EE.UU. 
hace más de 30 años resulta muy clara para ver los alcances de la 
noción de debido proceso complementando lo ya señalado. Así, esa 
Corte ha planteado que una persona tiene derecho a ser juzgada en 
un fair trial (expresión que en el mundo anglosajón es utilizada en 
forma sinónima a debido proceso o Due Process) y no en un perfect 
trial11. Con esto, se pretende expresar que una de las características 
centrales del debido proceso tiene que ver con la necesidad de apli-
car en cada caso un criterio de razonabilidad, esto es, para conside-
rar si es que en una circunstancia cualquiera se han cumplido o no 
las exigencias de las garantías es necesario considerar en concreto 
los valores que ellas proclaman en relación con los demás valores 
del sistema, al mismo tiempo que las limitaciones propias de la 
realidad, como son la natural tendencia de las personas a cometer 
errores y las limitaciones de tiempo y recursos, por ejemplo. De este 
modo podemos decir entonces que la exigencia de un fair trial debe 
ser aplicada en consideración a las circunstancias concretas, enten-
diendo que las imperfecciones que necesariamente existirán pueden 
o no cuestionar la legitimidad del juzgamiento según afecten o no 
su razonabilidad. Por lo mismo, el debido proceso jamás puede ser 
considerado como un conjunto de reglas rígidas vinculadas a las 

9	 Véase Comité de Derechos Humanos Comentario General Nro. 13 (Sesión 21, 
1984).

10	 Solo a modo ejemplar para graficar el punto obsérvese, entre otras, la redacción 
del derecho a disponer del “tiempo y medios adecuados para preparar la defen-
sa” regulada tanto en el artículo 14.3 b) del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos como en al artículo 8.2 c) de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. En este caso queda de manifiesto que los tratados interna-
cionales solo regulan un estándar general que debe ser precisado jurisprudencial-
mente en su aplicación caso a caso dependiendo de las circunstancias específicas 
del mismo. 

11	 Michigan v/s Tucker 417 U.s. 433 (1974).
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formas de los procedimientos, sino un conjunto de requerimientos 
sustantivos para lograr la razonabilidad buscada por el sistema. Es 
decir, el debido proceso no se traduce en mandatos binarios en los 
cuales sea posible hacer juicios absolutos, sino más bien entrega 
márgenes de discreción importante a los Estados para que puedan 
establecer reglas que cumplan con los mínimos, cuestión que nor-
malmente se revisará caso a caso ponderando los valores que están 
en juego.

c) El debido proceso admite distintos grados de aplicación

Una tercera característica del debido proceso es su proporcio-
nalidad, muy vinculada a su característica de razonabilidad. De 
acuerdo a la proporcionalidad del debido proceso, cada uno de sus 
componentes no siempre será aplicado con la misma intensidad en 
todos los casos por igual, sino que admitirá distintos grados o fuerza 
de aplicación dependiendo de ciertas circunstancias concretas. Así, 
una de las particularidades determinantes para establecer la intensi-
dad de la aplicación de alguno de sus componentes es la magnitud 
de las consecuencias que tendrá la decisión judicial final en los de-
rechos de los litigantes: Mientras más graves sean las consecuencias 
de la decisión que tomará el juez, aplicaremos más resguardos para 
evitar los resultados indeseados de un error en dicha decisión. Esta 
característica –la proporcionalidad– es bastante intuitiva y es consis-
tente con la forma en que naturalmente razonamos en nuestra vida 
cotidiana. Si vamos a hacer nuestra compra semanal al supermerca-
do no exigiríamos ver todos los papeles en regla del vendedor y te-
ner copia de ellos antes de hacer nuestra compra, pero sí estaríamos 
dispuestos a pasar por estas molestias si lo que vamos a comprar es 
una casa. Un error en el segundo caso nos puede hacer perder mu-
cho más que en el primero y, por lo tanto, tomamos los resguardos 
proporcionales en cada caso para evitarlo. Es en este sentido que el 
debido proceso es proporcional: Tomamos protecciones proporcio-
nales a la importancia de la decisión que enfrentamos.

Así entonces, tomando a modo de ejemplo el elemento del debido 
proceso que denominaremos “convicción del tribunal”, podríamos 
afirmar que todo tribunal como mínimo, independientemente de las 
materias que deba conocer, debe fallar a favor del que más lo haya 
convencido respecto de la ocurrencia de los hechos que sustentan 
el derecho invocado. Si un tribunal resuelve a favor de la parte que 
no logró probar su caso, dudaríamos de la imparcialidad de los jue-
ces y, en consecuencia, de lo justo o debido del procedimiento (esto 
sin considerar reglas de excepción que establezcan presunciones 
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legales o cambios en la carga de la prueba que puedan beneficiar a 
la parte). Pero este elemento “convicción del tribunal”, mínimo que 
siempre debe estar presente, no se aplicará siempre con la misma 
intensidad en todos los casos, sino que con proporcionalidad: el 
juez siempre deberá estar convencido, pero el grado de convicción 
(cuánto debe estar convencido) podrá variar dependiendo de las 
consecuencias de la decisión sometida a su conocimiento. De esta 
manera, y esto es una cuestión indiscutida, cuando se arriesga en 
un juicio perder la vida (pena de muerte) o la libertad por muchos 
años, estaremos dispuestos a exigirle al tribunal estar “muy conven-
cido” de condenar o, en caso contrario, absolver. Esto se traduce 
en un estándar penal de convicción alto, como el de convicción 
“más allá de toda duda razonable”. Siguiendo este estándar de con-
vicción, si en el caso presentado por el acusador hay una, y solo 
una duda razonable, no estaremos dispuestos a correr el riesgo de 
habernos equivocado pues el precio será muy alto e irreparable. En 
cambio, cuando lo que se arriesga es una afectación de derechos de 
menor envergadura, como en general se entienden las cuestiones 
civiles en relación a las penales, estaríamos dispuestos a acercarnos 
a un estándar de convicción más ordinario y cercano al que usamos 
habitualmente y que constituye por ello la regla general: el juez 
fallará a favor del que tiene la carga de la prueba cuando le crea 
más a este que a la contraparte. Esto es lo que en el sistema legal 
de Estados Unidos es llamado “preponderancia de la prueba”12. De 
acuerdo a este otro estándar de convicción, si la balanza se inclina 
hacia el demandante, a este se le adjudicará la razón. Si, al contra-
rio, la balanza se inclina hacia el demandado, no se le adjudicará la 
razón al demandante. En términos numéricos, y solo a modo ilustra-
tivo, esto sería equivalente a decir que el demandante ganará el jui-
cio si es capaz de convencer al juez en un 51%13. En cambio, en un 
juicio penal, con un estándar más alto debido a las consecuencias 
de la decisión, el acusador obtendrá la pena solicitada solo si logra 
convencer al tribunal en más de un 90%14. Por lo tanto, de acuerdo 

12	 En inglés preponderance of the evidence, definida como “El mayor peso proba-
torio; Peso probatorio superior que, aunque no suficiente para liberar comple-
tamente la mente de toda duda razonable, es aun suficiente para inclinar una 
mente justa e imparcial hacia un lado del asunto en lugar del otro” (traducción 
libre de los autores). Véase Black’s Law Dictionary, Second Pocket Edition, West 
Publishing, St. Paul, Minn., 2001, p. 547. 

13	 Este es el estándar utilizado más ampliamente en materia civil en los Estados 
Unidos. Véase Black’s Law Dictionary, West Publishing, sexta edición, ST. Paul, 
Minn., 1991, p. 819 o Black’s Law Dictionary, West Publishing, Second Pocket 
Edition, St. Paul, Minn., 2001, p. 547.

14	 Los porcentajes señalados no pretenden ser una afirmación matemática autén-
tica, sino que solo ilustrar la idea de que la convicción “más allá de toda duda 
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a la proporcionalidad, el estándar de convicción en materia penal 
y civil puede ser distinto y, a pesar de ello, ambos procesos pueden 
calificarse de debidos o justos si cumplen con los mínimos propor-
cionalmente.

Esta misma característica de la proporcionalidad puede ser encon-
trada no solo entre los distintos subsistemas de justicia (civil, penal, 
laboral, etc.), sino que también dentro de cada uno de estos subsis-
temas, como ocurre cuando entre diversas materias de carácter civil 
se determina cuál será el procedimiento a seguir dependiendo de la 
cuantía de lo demandado o entre diversas materias de carácter penal 
cuando se determina el procedimiento de acuerdo a la gravedad de 
la pena que arriesga el imputado en caso de condena. Así, no todos 
los procedimientos civiles tendrán el mismo debido proceso, ni lo 
tendrán tampoco todos los procedimientos penales entre sí. Cada 
subsistema determina cuáles de sus decisiones serán aquellas trata-
das con el cuidado común y corriente y cuáles tendrán un cuidado 
mayor. De esta manera, de acuerdo a la gravedad de la decisión 
civil o penal, se aplicarán distintos procedimientos, unos que apli-
carán más (y otros que aplicarán menos) intensamente las distintas 
garantías del debido proceso. De acuerdo a esta proporcionalidad, 
el procedimiento ordinario tendrá las garantías desarrolladas de una 
manera más intensa pues estará destinado a resolver los asuntos de 
mayor envergadura, pero habrá procedimientos más sencillos, reser-
vados a los asuntos que el sistema defina como menos relevantes, 
en los que las garantías del debido proceso existen, pero exigibles 
en una intensidad menor. En un proceso penal, por ejemplo, en el 
que la sanción que arriesga el imputado es el pago de una multa 
en dinero, no se tendrán los mismos resguardos que si el imputado 
arriesgara una pena que lo prive de su libertad. En un proceso civil, 
por su parte, en el que el demandante solicita se le restituya la pro-
piedad de un bien de poco valor no se tendrán los mismos resguar-
dos que si lo que el demandante solicitara fuera una indemnización 
millonaria que podría hacer quebrar al demandado.

Es justamente esta característica de la proporcionalidad la que per-
mite la entrada –y fija también los límites– de las propuestas que 

razonable” es más alta que el estándar de “preponderancia de la prueba”, al 
mismo tiempo que ilustrar que no se requiere de una plena certeza o convic-
ción más allá de toda duda (100% de convicción) para lograr una condena. Un 
análisis detallado sobre el estándar de convicción de más allá de duda razo-
nable en la legislación procesal penal chilena puede verse en Mauricio Duce 
y Cristián Riego, Proceso Penal, Editorial Jurídica de Chile, Santiago 2007, pp. 
483 a 502.
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pretenden dar forma a los procesos judiciales desde la perspecti-
va de las políticas públicas, la economía y el análisis económico 
del derecho. Así, por ejemplo, un objetivo desde alguna de estas 
perspectivas será obtener una decisión jurisdiccional al conflicto 
siguiendo el procedimiento menos costoso en el menor tiempo 
posible. Para ello podría ser conveniente que el juez resolviera ad-
judicándole o no la razón a la parte demandante (sentencia) solo 
con el mérito de la versión presentada por el actor por escrito en 
la demanda, sin audiencia y sin escuchar lo que tenga que decir el 
demandado. Solo si la contraparte, una vez notificada la demanda 
junto con de la decisión judicial ya tomada, se opone a lo resuelto, 
se tendría que realizar un juicio que cumpla con los mínimos del 
debido proceso. Esto, que en abstracto a muchos les podría pare-
cer aberrante desde el punto de vista del derecho a la defensa, es 
lo que conocemos hoy como el procedimiento monitorio, presen-
te en varias de las legislaciones reformadas tanto en materia civil 
como penal, y que nos permite ahorrar una cantidad importante 
de recursos públicos, aumentar la rapidez de los procedimientos y 
utilizar mejor el tiempo de nuestros jueces en los asuntos donde su 
presencia realmente hace la diferencia (todo esto, por supuesto, si 
los sistemas judiciales están además bien gestionados). Este tipo de 
procedimiento salva las críticas desde el punto de vista del debido 
proceso en la medida en que el demandado mantiene la posibilidad 
de exigir la realización de un verdadero juicio si no está conforme 
con lo resuelto, pero la gran diferencia radica en que el sistema 
hace recaer sobre él la carga de exigirlo. Si el demandado no exige 
su derecho a juicio, se entiende entonces que la decisión judicial 
es legítima pues el mismo demandado ha renunciado voluntaria-
mente a mayores resguardos o garantías que están establecidas a su 
favor y de las cuales es titular.

El anterior es solo un ejemplo dentro de los diversos mecanismos 
que pueden ser utilizados en un procedimiento para lograr ciertos 
objetivos de política pública que pueden traer importantes resulta-
dos para una correcta administración de la justicia. Sin embargo, 
aunque esta parece ser una vía muy atractiva que podría replicarse 
en todo tipo de asuntos, ha estado generalmente reservada para 
ciertos conflictos civiles o para sanciones penales menores debi-
do a los límites que impone la proporcionalidad: Si tenemos que 
resolver un asunto de mayor impacto en los derechos de las per-
sonas, entonces cautelaremos con más intensidad la corrección de 
su resultado prefiriendo, de acuerdo a nuestro ejemplo, un proceso 
en el que, antes de decidir, se escuche al demandado o acusado en 
una audiencia oral, pública y contradictoria, aunque esto implique 
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mayores gastos. La decisión acerca del límite de las materias sus-
ceptibles de este tipo de arreglos institucionales de políticas públi-
cas es difuso y variará de lugar en lugar de acuerdo a los valores 
preponderantes, por lo que resulta imposible establecer un paráme-
tro o criterio único y claro que sirva para definir con pretensiones 
universales en qué casos procede, por ejemplo, hacer aplicable 
un procedimiento monitorio y en qué casos será desproporciona-
do. Para graficar esto baste el siguiente ejemplo: en Chile el Poder 
Legislativo decidió que los fiscales del Ministerio Público estarían 
facultados para negociar con el imputado el monto de su pena 
ofreciéndoles rebajarlas, logrando así entregarles suficientes incen-
tivos a estos últimos para que renunciaran a su derecho a un juicio 
oral, reduciendo por consiguiente la carga de trabajo del sistema al 
bajar la cantidad de juicios realizados. Si el imputado renunciaba 
a su derecho a un juicio oral, entonces el juez podía condenarlo 
solo sobre la base de los antecedentes en poder del fiscal. La deci-
sión de permitir condenar sin juicio se justificaba en que el juicio 
oral es un derecho del imputado, una garantía a su favor, y por lo 
tanto si éste la quería renunciar por alguna razón que lo beneficia-
ra, estaba en todo su derecho ya que no podía usarse la garantía 
en contra sus propios intereses. Además, esta decisión la tomaría 
asesorado porque siempre contaría con la asistencia de un letrado 
profesional garantizado por el Estado y el juez debería velar porque 
su voluntad de renuncia fuese libre y con conocimiento de sus de-
rechos. Sin embargo, el mismo Poder Legislativo le puso límites a 
este poder de negociar. Si la pena solicitada por el fiscal era supe-
rior a cinco años y un día, debía realizarse un juicio oral, público 
y contradictorio previo a la aplicación de una pena sin posibilidad 
de que el imputado pudiera renunciar a este derecho. Como este 
ejemplo nos muestra, en Chile se estimó que si la pena a aplicar 
era superior a cinco años de privación de libertad, ya no se estaba 
dispuesto a correr los riesgos de una renuncia equivocada del im-
putado de su derecho a juicio oral producto de presiones indebi-
das, de mala asesoría, en definitiva, de un error. En casos de pena 
superior a cinco años, aunque el imputado aceptara públicamente 
su culpabilidad, un tribunal debía verificar la información que tenía 
el ente acusador antes de someter al acusado a una condena de tal 
magnitud. Incluso más, se estipuló una norma que prohibía la con-
dena en juicio de una persona solo sobre la base de su confesión. 
El acusador debía siempre probar su caso más allá de una duda 
razonable. En definitiva, de acuerdo a lo que venimos explicando, 
para el Poder Legislativo chileno no pareció adecuado dar paso a 
una política pública de disminución de juicios orales en casos de 
penas superiores a cinco años de privación de libertad pues le pa-
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reció, en nuestra nomenclatura, desproporcionado. Es decir, no ha-
bía resguardos suficientes en el acuerdo de penas en relación a la 
magnitud de un posible error. Pero así como en el caso chileno el 
límite se puso en penas superiores a cinco años, en otros sistemas 
no existe límite, aun en otros derechamente no existe la posibilidad 
de negociar y, en fin, habrá otros en que el límite sea superior o 
inferior a cinco años y un día. ¿Por qué el límite en cinco años y 
un día? ¿Por qué no tres años y un día? ¿Por qué no diez años y un 
día? Y así podríamos seguir con otras preguntas: ¿Por qué permitir 
litigar por Internet solo causas de menos de mil dólares? ¿Por qué 
no en causas de menos de cinco mil? ¿Cómo fijar el límite? Como 
ya señalábamos resulta imposible establecer un parámetro o crite-
rio único y claro que sirva para definir con pretensiones universales 
cuál es el espacio exacto para el desarrollo de políticas públicas 
en materia de justicia. El límite dependerá en muchos casos de las 
características propias de cada realidad, como el ingreso per capita 
de un país o de su determinado sistema jurídico. En Chile el límite 
de cinco años y un día para negociar penas tiene uno de sus fun-
damentos en que a partir de dicha pena no es posible para el con-
denado ser beneficiario de medidas alternativas a la privación de 
libertad, por lo que en caso de condena, aunque sea la primera en 
su vida, la cárcel efectiva es la única opción posible.

d) El debido proceso tiene un contenido que evoluciona

Por último, una cuarta característica está constituida por el carácter 
progresivo o evolutivo que presentan los diversos componentes del 
debido proceso, es decir, que ellos no tienen un significado estático 
en el tiempo sino que van evolucionando de manera de ir incorpo-
rando nuevas dimensiones o ampliando los alcances que tradicio-
nalmente se daban a algunos de sus componentes. Así, por ejemplo, 
la Opinión Consultiva OC-16/99 de la Corte Interamericana señala 
sobre este punto que “el desarrollo histórico del proceso, consecuen-
te con la protección del individuo y la realización de la justicia, ha 
traído consigo la incorporación de nuevos derechos procesales… Es 
así como se ha establecido en forma progresiva, el aparato de garan-
tías que recoge el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos 
civiles y Políticos, al que pueden y deben agregarse otras garantías 
aportadas por diversos instrumentos de derecho internacional”15.

15	 Véase Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-16/99 
de 1 de octubre de 1999 (El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular 
en el Marco de las Garantías del Debido Proceso legal), párrafo 117.
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1.3.	Las exigencias de debido proceso contenidas en los tratados 
internacionales sobre derechos humanos

De esta última cita podemos también obtener la idea que un buen 
punto de partida en el trabajo de delimitación de las garantías in-
dividuales que forman parte del debido proceso es la revisión de 
las normas contenidas en los tratados internacionales de derechos 
humanos, las cuales intentan desagregar esta noción genérica en 
varios contenidos específicos. Los tratados internacionales y la ju-
risprudencia que estos han generado, representan hoy día un cierto 
consenso internacional acerca de las garantías mínimas que debie-
ran reconocerse por todos sus Estados parte a las personas cuyos 
derechos y obligaciones están bajo determinación judicial. Así, los 
principales estándares que pertenecen a la noción de debido proce-
so han sido desarrollados por la Convención Europea de Derechos 
Humanos en su artículo 6 (en adelante “Convención Europea”), el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 14 
(en adelante “el Pacto”) y la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en su artículo 8 (en adelante “Convención Americana”)16. 
Todos estos instrumentos internacionales contienen regulaciones 
muy similares en materia de garantías del debido proceso para todo 
tipo de casos. A su vez, ellas han sido objeto de importantes desa-
rrollos en el trabajo de los tribunales internacionales encargados de 
su aplicación. Por ejemplo, como lo destaca Shermers respecto de 
la Convención Europea, “El artículo 6 de la Convención Europea de 
Derechos Humanos es el artículo más invocado frente a la Comisión 
Europea y la Corte Europea de Derechos Humanos. Es también el 
artículo que en los procedimiento ante ambas ha sido más frecuen-
temente considerado violado”17, 18. Sin llegar a los mismos niveles 

16	 Es importante recordar que los dos últimos han sido ratificados por Chile e in-
corporados a nuestra legislación interna por medio de su publicación, como así 
también por la mayoría de los países de América Latina. Más allá del debate doc-
trinario acerca del rango con el que ambos se incorporan a la legislación interna 
en los diversos países, en lo que no hay dudas es que se trata de normas vigentes 
y de obligatoria aplicación por parte de los jueces y, en consecuencia, vinculantes 
para todos los actores del sistema.

17	 Véase Henry G. Schermers en el prefacio de Stephanos Stavros, The Guarantess for 
the Accused Persons Under Article 6 of the European Convention on Human Rights, 
Martinus Nijhoff Publisher, 1993, p. ix.

18	 Si bien los países de América Latina no son parte del sistema europeo de pro-
tección de derechos humanos, los desarrollos del mismo son elementos muy 
significativos para la interpretación de las normas internacionales vigentes en la 
región, no solo debido a la similitud de sus reglas, sino porque se trata del sistema 
regional de protección de derecho humanos más avanzado y con mayor nivel de 
influencia en el desarrollo de otros sistemas regionales, como el interamericano. 
Steiner y Alston señalan respecto a este sistema: “It is of particular importance 
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de desarrollo aún, también es posible observar que en el ámbito del 
sistema interamericano la aplicación del artículo 8 de la Conven-
ción es cada vez más importante.

El análisis de los tres textos da cuenta de una estructura relativa-
mente similar. Todos dividen la enumeración de los mínimos en dos 
tipos de cláusulas. Una primera de carácter genérico (Artículo 8.1 
de la Convención Americana, Artículo 14.1 del Pacto y Artículo 6.1 
de la Convención Europea) que se aplica en forma directa como 
exigencia a los procesos que recaen en la sustanciación de proce-
sos penales o para la determinación de “derechos de orden civil, 
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”19. Una segunda cláusula 
(más bien grupo de ellas) contiene una enumeración más larga de 
garantías, las cuales en principio por su redacción parecieran apli-
carse en forma exclusiva a los procesos penales20.

La cláusula genérica establece como requisito central del debido 
proceso básicamente cuatro cuestiones. En primer lugar, se estable-
ce una exigencia general de juicio justo o fair trial (en la versión en 
inglés de las mismas). En su versión castellana, por ejemplo en el 
caso de la Convención Americana y el Pacto, ella es manifestada en 
la idea de que el debido proceso involucra el contar con un proceso 
con “las debidas garantías”. Vale la pena resaltar el hecho de que 
esta primera exigencia da cuenta de una característica muy impor-
tante de la idea de debido proceso que proviene de la tradición le-
gal anglosajona que ya hemos mencionado. Nos referimos al hecho 
de que, a lo menos en esa tradición, estas normas de garantía no 
tienen la connotación de conceptos completamente delimitados que 
se pueden aplicar de una manera inequívoca a las situaciones con-
cretas, se trata en cambio de principios, esto es, de valores que el 

within the context of international human rights for several reasons: it was the first 
comprehensive treaty in the world in this field; it established the first international 
complaints procedure and the first international court for the determination of hu-
man rights matters; it remains the most developed of the three regional systems; 
and its generated a more extensive jurisprudence than any other part of the inter-
national system”, Véase Henry Steiner y Philip Alston, International Human Rights 
in Context, Clarendon Press, Oxford, 1996, p. 571. 

19	 Artículo 8º Convención Americana. Cabe señalar que la redacción de la Conven-
ción Europea y el Pacto son más escuetos en este punto al contraponer los casos 
penales con la determinación de “derechos u obligaciones de carácter civil”, 
cláusula que en todo caso ha sido interpretada en forma extensiva entendiendo 
que el concepto “civil” esta contemplado en un sentido amplio como todo aque-
llo no penal en dichos tratados.

20	 Así, por ejemplo, el numeral 2 del Artículo 8º de la Convención Americana señala: 
“Toda persona inculpada de un delito tiene derecho a...”. Una formula similar se 
repite en los artículos 14.2 y 14.3 del Pacto y 6.2 y 6.3 de la Convención Europea.
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sistema proclama y promueve, pero que para su aplicación práctica 
requieren de una cierta ponderación. Habitualmente esta noción se 
expresa en la literatura por medio de la idea de que estas garantías 
son principios (estándares) y no reglas y que por lo tanto su aplica-
ción supone su ponderación en relación con otros principios del 
sistema legal, al mismo tiempo que en relación con la complejidad 
de la situación de hecho a la que se aplican. En este contexto, la 
función principal de esta primera exigencia de carácter genérico 
será establecer el parámetro general de evaluación de razonabilidad 
del proceso que sea objeto de cuestionamiento concreto.

Una segunda exigencia contenida en la cláusula general de los tra-
tados internacionales está constituida por la necesidad de contar 
con una audiencia oral y pública como centro del proceso. Por su 
importancia e influencia directa en el diseño de cualquier modelo 
procesal, nos referiremos en detalle a esta en la próxima sección de 
este trabajo. Una tercera exigencia está constituida por un conjun-
to de requerimientos que debe cumplir el tribunal que conoce de 
los asuntos que se someten a decisión. En lo central, estas apuntan 
a asegurar que quien resuelva sea un órgano independiente e im-
parcial. Esto trae múltiples consecuencias funcionales y orgánicas 
que son extensibles a todo tipo de materias. Finalmente, una última 
exigencia contenida en esta cláusula general es la idea que la deter-
minación de derechos y obligaciones se realice dentro de márgenes 
temporales limitados o, como lo ha desarrollado la jurisprudencia 
internacional, dentro de un “plazo razonable”21.

Como se puede apreciar, las anteriores exigencias fijan un marco 
compartido común que deben cumplir tanto procesos civiles, en 
un sentido amplio, como los penales, allí donde se suele esgrimir 

21	 Reiterando un punto que hemos sostenido la jurisprudencia de la Corte Europea ha 
establecido la imposibilidad de determinar la razonabilidad de los plazos en abs-
tracto. En cambio, ha establecido que ella debe determinarse caso a caso por medio 
del análisis de tres criterios: la complejidad del caso, la conducta del acusado y el 
comportamiento de las autoridades estatales competentes. Esta doctrina fue desa-
rrollada por la Comisión Europea en el caso Huber v. Austria del 8 de febrero de 
1973 y adoptada por la Corte Europea en el caso Foti v. Italia de 10 de diciembre 
de 1982. Desde ese entonces ha sido aplicada en cientos de casos. La doctrina de 
los tres criterios ha sido adoptada también, pero en forma mucho más reciente, por 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Genie Lacayo (del 29 de 
enero de 1997) y en su jurisprudencia posterior. Para un análisis de la jurisprudencia 
del sistema Interamericano, recomendamos revisar Daniel Pastor, El Plazo Razonable 
en el Proceso del Estado de Derecho, Editorial Ad-Hoc, Buenos Aires 2002, pp. 205 
a 222. La aplicación de estos criterios a un caso civil puede verse en un caso clásico 
del sistema europeo como lo es Unión Alimentaria Sanders contra España, sentencia 
de la Corte Europea de Derechos Humanos de 7 de julio de 1989. 
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por parte de alguna doctrina civil más atrasada que los principales 
cambios que han orientado las reformas procesales penales no se-
rían aplicables a ciertas materias (por ejemplo, en procedimientos 
de cuestiones de familia) debido a que estos conflictos presentarían 
una naturaleza distinta, como si cada área del derecho pudiera defi-
nir a partir de sus propias características sustantivas si un proceso es 
debido sin tomar en cuenta la imparcialidad del tribunal, las posibi-
lidades de las partes de ser escuchadas, las posibilidades de presen-
tar prueba en su beneficio o desacreditar la prueba que la perjudica 
de una manera efectiva, de hacerlo bajo el control de la comunidad 
a través de la publicidad o la posibilidad de que la decisión judicial 
pueda ser revisada por un tribunal superior. Un proceso debe ser 
debido o justo independientemente de si lo que se discute ha sido 
definido como penal, laboral, familiar o comercial. Por ello es que, 
como contrapartida a lo señalado por la doctrina en comento, los 
tratados internacionales asumen una idea opuesta, la idea que todo 
proceso debe satisfacer el piso básico descrito, el que en términos 
generales ha fundado también a la reforma en materia procesal pe-
nal en América Latina. El hecho de que el desarrollo del concepto 
sobre el debido proceso haya tenido lugar con mayor énfasis y más 
tempranamente en materia penal solo se explica históricamente por 
la extrema gravedad de las decisiones tomadas en dicha sede judi-
cial, pero no debe llevar a conclusiones erradas: las cuestiones deci-
didas en otras áreas del derecho son también importantes y afectan 
de manera relevante la vida de quienes se someten a ellas por lo 
que igualmente tienen derecho a un debido proceso en la determi-
nación de sus derechos.

Todo lo anterior no significa que todo proceso, independientemente 
de la materia, deba ser igual, como ya se ha señalado al explicar la 
proporcionalidad del debido proceso. Hay particularidades de cier-
to tipo de conflictos que sí hacen diferencias, pero el punto que in-
tentamos remarcar es que esas diferencias no justifican vulnerar los 
mínimos a los que cualquier persona, independientemente del tipo 
de asunto que se esté discutiendo, tiene derecho. Así, por ejemplo, 
que al empleador demandado por el trabajador se le imponga la 
carga de probar algún hecho, a pesar de ser el operario quien de-
manda (y que por lo tanto tendría según las reglas generales la car-
ga de probar lo que alega), no es entendido como una vulneración 
del debido proceso, siempre y cuando este cambio sea justificado 
y de acuerdo a la razonabilidad, como en los casos en que es el 
empleador el único que está en condiciones de probar algún hecho 
pues es él quien tiene el control de ciertos documentos a los cuales 
el operario no tiene acceso. Estas modificaciones de la carga de 
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la prueba son generalmente normadas como presunciones legales 
a favor de alguna de las partes y no se entiende que vulneran el 
debido proceso ya que básicamente pretenden, por el contrario, ga-
rantizar el debido proceso de la parte que fácticamente está en des-
ventaja para probar algún hecho que puede ser fácilmente probado 
por la contraparte22.

Junto con lo anterior, las exigencias contenidas en las cláusulas 
posteriores de los tratados internacionales que en principio solo pa-
recen ser aplicables a las materias penales, también han sido com-
prendidas por la jurisprudencia internacional como garantías que 
deben existir en los procesos de determinación de derechos y obli-
gaciones de carácter civil. Ello ha llevado a enriquecer fuertemente 
los componentes de la cláusula genérica al dotar de exigencias 
específicas la concreción de la misma. Así, normas que establecen 
el derecho de defensa en sus distintas manifestaciones, como por 
ejemplo la posibilidad de presentar y confrontar prueba (Artículo 
8.2.f de la Convención Americana y 14.3.e del Pacto), la de contar 
con el tiempo y medios adecuados para defenderse (Artículo 8.2.c 
de la Convención Americana y 14.3.b del Pacto), entre otras, resul-
tan plenamente aplicables en materia civil. Incluso garantías como 
la presunción de inocencia, cuya estructura se asocia fuertemente a 
la lógica penal, han sido extendidas a casos no penales (por ejemplo 
en materia laboral y administrativa).

La jurisprudencia internacional ha consolidado esta opinión de 
aplicación de estos mínimos a las demás materias por medio de dos 
vías distintas. En primer lugar, por vía de entender que la exigencia 
genérica de fair trial incluye la satisfacción de varios de los derecho 
expresados en las cláusulas posteriores de los tratados internacio-
nales. Son múltiples los casos en que a partir del análisis de esta 
exigencia general la Corte sostiene que han existido infracciones del 
debido proceso por falta de cumplimiento de algunas de los reque-
rimientos contenidos en las otras cláusulas en materia civil. Así, por 
ejemplo, en el caso Steel and Morris v. The United Kingdom23 tra-
tándose de un procedimiento civil por difamación, la Corte sostuvo 
que al habérsele denegado asesoría legal gratuita a los demandados 
por difamación –la cual existía para otras cuestiones civiles– se los 

22	 Un ejemplo acerca de la compatibilidad de estas presunciones con el debido 
proceso y la descripción de las características que deben tener para ser legítimas 
en materia penal puede verse en la sentencia del caso Salabiaku contra Francia, 
sentencia de la Corte Europea de Derechos Humanos de 7 de octubre de 1988.

23	 Véase caso Steel and Morris v. The United Kingdom, sentencia final de 15 de 
mayo de 2005. Especialmente véase párrafo 65.
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privó de la posibilidad de presentar de manera efectiva su caso ante 
los tribunales y contribuyó a una inaceptable desigualdad de armas 
con el demandante, todo lo cual constituye una violación al artículo 
6.1 de la Convención Europea24. Se puede apreciar que la resolu-
ción de fondo recae sobre la imposibilidad de defenderse adecuada-
mente en el caso (derecho de defensa), garantía no contenida en for-
ma explícita en el numeral 6.1 de la Convención Europea, pero que 
sí se reconoce por vía de la interpretación amplia de la idea de fair 
trial. En el caso Tamminen v. Finland (caso civil de indemnización 
por no pago de rentas y otras prestaciones del contrato de trabajo)25 
la Corte Europea estimó que al haberse rechazado oír a un testigo 
debidamente identificado presentado por el demandante, por razo-
nes no especificadas en instancias previas, aquello constituyó una 
injusticia no compatible con los requerimientos de la Convención, 
encontrándose violado el artículo 6.1 de la misma. Nuevamente, el 
artículo 6.1 no contiene de manera explícita el derecho de presentar 
testigos (cosa que sí hace la cláusula del artículo 6.3 d), no obstante 
lo cual la Corte la considera incluida en una interpretación amplia 
del fair trial.

Como se puede apreciar en estos casos ejemplares, la Corte Europea 
extiende algunas exigencias mínimas de las cláusulas posteriores, 
tales como la asistencia letrada o el derecho a presentar testigos, a 
nivel de requerimientos contenidos en la exigencia genérica de fair 
trial. En definitiva, ambos casos dan cuenta de cómo la Corte recoge 
otras garantías contempladas en los tratados internacionales y las 
hace aplicables a materias civiles en términos amplios por vía de su 
inclusión en la cláusula general del artículo 6.1 de la Convención 
Europea.

Una segunda fórmula utilizada por los tribunales internacionales 
para extender las garantías en principio penales a otras materias 
ha sido por pronunciamiento explícito en tal sentido. Así, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos ha señalado en el caso Baena 

24	 Un caso similar, aun cuando con un razonamiento un tanto distinto en materia 
de divorcio, fue resuelto por la Corte en el año 1979. Se trata del caso de Airey 
en contra de Irlanda, sentencia del 9 de octubre de 1979, por medio de la cual 
la Corte consideró que no obstante existir la posibilidad de comparecer perso-
nalmente ante la “High Court” para demandar su divorcio, las circunstancias del 
caso y la complejidad del procedimiento hicieron que la señora Airey no tuviera 
acceso efectivo ante la “High Court”, lo cual infringió el artículo 6.1 de la Con-
vención.

25	 Véase Caso Tamminen v. Finland, sentencia final del 5 de julio de 2004, especial-
mente párrafos 32 a 35. 
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v. Panamá26, referido a un conflicto laboral-administrativo entre 270 
trabajadores de una empresa estatal destituidos, que “…el elenco 
de garantías mínimas establecido en el numeral 2 del artículo de la 
Convención se aplica a los órdenes mencionados en el numeral 1 
del mismo artículo, o sea, la determinación de derechos y obligacio-
nes de orden ‘civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter’. Esto 
revela el amplio alcance del debido proceso; el individuo tiene de-
recho al debido proceso entendido en los términos del artículo 8.1 
y 8.2, tanto en materia penal como en todos estos otros órdenes”27. 
Esta idea ha sido reiterada por el propio presidente de la Corte en 
el foro académico, sosteniéndolo como una tendencia general de la 
jurisprudencia del sistema interamericano28.

En el mismo sentido también se ha pronunciado la Corte Europea, 
añadiendo el matiz que esta expansión de las exigencias mínimas 
del debido proceso a materias civiles suponen una adaptación a las 
particularidades de dichos casos y entregan una mayor flexibilidad 
en su aplicación a los Estados que en materia penal, como lo seña-
lábamos al hablar de la proporcionalidad. Así, en el caso Pitkanen 
v. Finland29 que trataba sobre una disputa civil entre vecinos deriva-
da de infracciones a reglas de construcción, estableció en su párrafo 
51 que “… las exigencias inherentes al concepto de ‘fair hearing’ no 
son necesariamente las mismas en casos concernientes a la determi-
nación de derechos civiles que penales… Así, no obstante esas pro-
visiones tienen cierta relevancia más allá de los confines del derecho 
penal, los Estados contratantes disponen de mayor latitud cuando 
manejan casos civiles que penales” (la traducción es nuestra).

De acuerdo a esta línea, el legislador de cada Estado tiene cierto es-
pacio de libertad para determinar la forma que tendrán sus procesos 
judiciales, pero si se pretende respetar lo establecido en los Tratados 
Internacionales, el diseño de los procesos deberá igualmente res-
petar ciertos mínimos que están fuera de la discrecionalidad estatal 
y que vienen impuestas por los componentes del debido proceso. 
De esta manera, el legislador de cada Estado no está obligado por 

26	 Véase caso Baena contra Panamá, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
sentencia de 2 de febrero de 2001.

27	 Ob. Cit. Párrafo 125.
28	 Véase Sergio García Ramírez, El Debido Proceso en Materia Penal bajo la Juris-

prudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (marco general), en 
Panorama Internacional sobre Justicia Penal, Universidad Nacional Autónoma de 
México (UNAM), México 2007, p. 452. 

29	 Véase Caso Pitkanen v. Finland, sentencia final de 9 de junio de 2004, especial-
mente párrafo 51.
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el debido proceso a que toda disputa llevada a un tribunal deba ser 
resuelta a través de un juicio oral, público y contradictorio, sino que 
puede establecer mecanismos más sencillos, como la litigación por 
medios electrónicos en los que no se tiene acceso al juez en forma 
directa y personal, siempre y cuando se les garantice a los litigantes 
el derecho a tener una audiencia judicial con todos los resguardos 
del debido proceso si estos lo solicitan. Así se asegura a las partes 
un debido proceso con todas las garantías si estas, en el caso con-
creto, no se sienten satisfechas con el procedimiento más sencillo o 
si necesitan de la presencia judicial para resolver algún asunto que 
lo amerite. De esta misma forma está diseñado, como lo dijimos en 
otro apartado de este trabajo, el procedimiento monitorio. Este pro-
cedimiento no atenta contra el debido proceso porque, a pesar de 
condenarse al demandado sin haberlo escuchado y solo con el mé-
rito de lo expuesto por el demandante, el demandado sigue tenien-
do la posibilidad de exigir la realización de un juicio si se opone a 
lo resuelto por el juez. La garantía de un juicio justo sigue siendo 
una posibilidad que depende de la voluntad de la persona a quien 
protege. Si esa persona, el demandado, decide renunciar a ese de-
recho y contentarse con lo resuelto sin que lo hayan escuchado, no 
habría vulneración de su debido proceso. Por supuesto, de acuerdo 
a lo que analizábamos a raíz de la característica de progresividad 
del debido proceso, cada Estado deberá decidir qué tipo de deci-
siones estará dispuesto a someter a este tipo de procedimientos y a 
cuáles, independientemente de la voluntad de las partes, les dará un 
tratamiento más protector.

Para concluir esta sección, podemos ver que para establecer las 
exigencias mínimas de debido proceso en materia civil es indis-
pensable conocer con cierto detalle las normas internacionales 
de derechos humanos contenidas no solo en la cláusula genérica 
inicial de los mismos, sino que también en aquellas posteriores que 
en principio solo parecen ser aplicables a materias penales. Todo 
esto se traduce en que la matriz básica de los mínimos que debe 
contener una legislación procesal, cualquiera sea la materia sobre 
la que verse, se estructura sobre principios absolutamente similares. 
Predicar entonces la especialidad de las cuestiones civiles para, por 
ejemplo, negar la necesidad de contar con procesos orales, públi-
cos y contradictorios para toda controversia, supone desconocer 
las exigencias de debido proceso. Hoy día el debido proceso, en 
cualquier ámbito, se construye a partir de estos mínimos que poco 
tienen que ver con la lógica de los “principios formativos del pro-
cedimiento” que han inspirado tradicionalmente la estructuración 
de los procesos civiles.
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2.	 El juicio oral como elemento central del debido proceso

2.1.	Aspectos generales

Las normas citadas y el desarrollo jurisprudencial del que han sido 
objeto han creado una doctrina internacional acerca de los alcances 
y componentes centrales de la noción de debido proceso. Dichos 
componentes, como analizamos, se refieren a una compleja y varia-
da gama de garantías muy específicas. A su vez, cada uno de estos 
derechos ha sido objeto de complejas derivaciones y estándares 
específicos. Con todo, la revisión cuidadosa de estas normas per-
mite sostener que el eje central sobre el cual se articulan todas las 
garantías para todo tipo de materias es la idea de juicio, entendido 
este como una audiencia oral, pública y contradictoria. Esto signifi-
ca que, a lo menos en el contexto cultural moderno –en el que esas 
garantías se han desarrollado– resulta imposible imaginar cada uno 
de estos derechos específicos consagrados en los instrumentos inter-
nacionales sin referirlos a la idea de una audiencia oral y pública30, 
desarrollada ante un tribunal imparcial por medio de un debate en 
el que participan las partes involucradas, se ejerce el derecho a de-
fensa y se rinde la prueba, en base a todo lo cual el tribunal puede 
fundar su decisión.

Sobre este punto, refiriéndose a los diversos instrumentos interna-
cionales, Stavros señala que “El propósito sobreentendido del artícu-
lo 6 de la Convención Europea y de las cláusulas equivalentes en los 
otros instrumentos bajo examen, en su aplicación a procedimientos 
criminales, es asegurar un juicio justo al acusado. El derecho a una 
audiencia justa, establecida en el artículo 6 (1), debe ser visto, en 
consecuencia como la noción genérica de las garantías más específi-
cas de las disposiciones”31.

La idea central detrás de la noción de “audiencia justa” es la del 
derecho, que tiene toda persona cuyos derechos y obligaciones 
están bajo determinación judicial, a un juicio. A su vez, la noción 
de juicio se encuentra asociada a elementos muy específicos e in-
dispensables tales como la oralidad, la publicidad y el carácter con-
tradictorio que debe tener. Veamos los alcances de estas tres carac-

30	 Un ejemplo de esto se encuentra en la Observación General Nro. 13 del Comité 
de Derechos Humanos referida al artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, en donde en su numeral 6 señala: “La publicidad de la audien-
cia constituye una importante salvaguardia de los intereses del individuo y de la 
sociedad en general”. 

31	 Véase Stephanos Stavros, ob. cit. p. 42.
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terísticas y de por qué ellas son componentes centrales de la noción 
de juicio de acuerdo a los estándares desarrollados por el derecho 
internacional de los derechos humanos.

La exigencia de publicidad del juicio se encuentra recogida explíci-
tamente en normas internacionales tales como el artículo 8.1 de la 
Convención Americana y el 14.1 del Pacto. La publicidad significa 
que las actuaciones del juicio deben realizarse a “puertas abiertas”, 
es decir, que cualquier persona debe poder ingresar a la sala de au-
diencias y observar qué es lo que ocurre en ella. En este sentido, la 
publicidad es un mecanismo de control ciudadano, pero también de 
las partes para fiscalizar el adecuado comportamiento de los jueces, 
el ejercicio idóneo del derecho de defensa y que los juicios se desa-
rrollen de conformidad a lo que la ley señala32.

La contradicción, por su parte, se encuentra recogida en normas ta-
les como los artículos 8.2 f) de la Convención Americana y 14.3 e) 
del Pacto que hacen referencia al derecho del acusado de interrogar 
a los testigos presentes en el juicio que, como ya hemos visto, resulta 
plenamente aplicable a los procesos civiles. Esta garantía importa 
la posibilidad de las partes de controvertir toda la información que 
presente la contraparte en el juicio (ya sea que emane de la prueba o 
de la argumentación). De esta forma, la contradicción busca que las 
partes tengan la posibilidad efectiva de manifestar su punto de vista 
e intervenir en la formación de convicción por parte del tribunal que 
tiene que resolver sobre los derechos y obligaciones debatidos.

Finalmente, la tercera característica de la audiencia es su oralidad. 
Ella básicamente consiste en una metodología de producción de in-
formación y su comunicación entre las partes, por un lado, y entre 
las partes y el tribunal, por otro. Esta metodología supone el uso de 
la palabra en contraposición al uso de la escritura. A diferencia de la 
publicidad y contradicción, la oralidad no es una característica que 

32	 El párrafo 168 de la Sentencia de la Corte Interamericana en el caso Palamara 
(véase caso Palamara Iribarne vs. Chile, sentencia de 22 de noviembre de 2005) 
destaca estas mismas ideas acerca de la publicidad señalando: “La publicidad 
del proceso tiene la función de proscribir la administración de justicia secreta, 
someterla al escrutinio de las partes y del público y se relaciona con la necesidad 
de la transparencia e imparcialidad de las decisiones que se tomen. Además, es 
un medio por el cual se fomenta la confianza en los tribunales de justicia. La 
publicidad hace referencia específica al acceso a la información del proceso que 
tengan las partes e incluso los terceros”. En palabras similares también se ha pro-
nunciado la Corte Europea sobre la materia en variados casos. Entre otros véase 
Sentencia de la Corte Europea de Derechos Humanos de 26 de septiembre del 
año 2000, case of Guisset v. France, párrafo 72.
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aparezca explícitamente mencionada en los tratados internacionales, 
pero sí constituye una derivación directa de los mismos. Tanto los or-
ganismos encargados de la aplicación de los Tratados Internacionales 
de Derechos Humanos, como la doctrina procesal, han entendido 
que la oralidad constituye el único mecanismo idóneo para asegurar 
la inmediación y la publicidad en el proceso33. En la medida en que 
las pruebas y argumentos de las partes no se presenten en forma oral 
y directa frente a los jueces que van a decidir el asunto, se corre el 
riesgo de la delegación de funciones y que el proceso se transforme 
en el intercambio de papeles entre los abogados y el tribunal, al cual 
ni las partes ni el público tienen acceso, a lo menos, expedito.

Vale la pena detenerse brevemente en una cuestión que suele ser 
objeto de confusiones en materia de oralidad, aun cuando vaya un 
poco más allá de este elemento como integrante de la idea de au-
diencia o juicio. Esta característica del debido proceso no impone 
que todas y cada una de las actuaciones de un procedimiento deban 
ser orales para ser compatibles con la lógica del debido proceso. Es 
posible y normal que en todo tipo de procesos existan actuaciones 
escritas, como por ejemplo la acusación del fiscal en el proceso pe-
nal o la demanda en el proceso civil, sin que ello afecte el aspecto 
esencial del significado de la oralidad como componente del debido 
proceso34. Para estos efectos, lo relevante es que el material escri-
to no sea la base sobre la cual se forma la convicción del tribunal 
y se fundamenten sus decisiones, sino que precisamente lo sea el 
producto de la audiencia, es decir, las argumentaciones y pruebas 
presentadas en la audiencia con inmediación, contradictoriedad y 
publicidad. La función de la oralidad es asegurar eso, por lo que 
otras cuestiones del procedimiento, como por ejemplo actuaciones 
de mero trámite que permitan preparar dichas audiencias, pueden 
ser perfectamente realizadas en formatos escritos sin que ello afecte 
necesariamente al debido proceso.

33	 Esto ha sido reconocido desde antiguo por la doctrina procesal penal, por ejemplo 
véase Alberto Binder, Introducción al Derecho Procesal Penal, Editorial Ad-Hoc, 
Buenos Aires 1993, pp. 96-97; Alfredo Vélez de Mariconde, Derecho Procesal 
Penal, tomo I, Lerner Editores, Córdoba, 1986 419-420; Cristián Riego, El Proceso 
Penal Chileno y los Derechos Humanos”, en Proceso Penal y Derechos Huma-
nos, tomo I, Universidad Diego Portales, Santiago 1994, p. 40; pero también más 
recientemente por la doctrina procesal civil más ilustrada. En este sentido véase 
Jorge López González, Teoría General sobre el Principio de Oralidad en el Proceso 
Civil, Editorial Juricentro, San José, Costa Rica, 2007, pp. 83 a 85.

34	 En este sentido, variada doctrina procesal más tradicional tiende a conceptuar la 
oralidad en oposición a la escrituración, lo que lleva a la idea que sistemas orales 
no admiten ninguna manifestación o acto escrito en el desarrollo del proceso. 
Sobre este punto véase Jorge López González ob. cit., p. 40.



38

JUSTICIA CIVIL: PERSPECTIVAS PARA UNA REFORMA EN AMÉRICA LATINA

Como se puede apreciar de todo lo anterior, estos elementos hacen 
que no cualquier forma de decidir un caso civil satisfaga las exigen-
cias del debido proceso, aun cuando se le denomine formalmente 
como juicio. Así, el procedimiento ordinario contenido en el Código 
de Procedimiento Civil chileno –no obstante haber sido considerado 
como un “juicio” por parte de la doctrina nacional más tradicional– 
no contiene ninguna de las características descritas, tal como han 
sido entendidas en el sistema internacional, por lo que no satisface 
este derecho básico de las personas cuyos derechos y obligaciones 
están bajo determinación judicial35. Lo que llama la atención es 
que no obstante lo sencillo de esta idea, ella no se haya instalado 
con fuerza en América Latina sino hasta hace muy poco y aún con 
muchos problemas. Por el contrario, ella ha convivido con las más 
variadas formas de juzgamiento sin que se haya establecido una 
audiencia oral, pública y contradictoria como forma de resolver los 
asuntos que se someten a consideración judicial.

Un factor que pudo haber contribuido al fenómeno descrito es que 
la regulación de la garantía del juicio no aparece mencionada de 
manera explícita en la versión en castellano tanto de la Convención 
Americana como del Pacto. Así, el artículo 8.1 y 14.1 señalan res-
pectivamente las menciones de “el derecho a ser oída”, lo que ha 
dado pie para que se haya sostenido que bastaba para cumplir con 
dicha garantía la posibilidad de que las partes pudieran manifestar 
su opinión ante el tribunal, aun cuando no fuera en una audiencia 
oral y pública, sino que, por ejemplo, a través del envío de una 
solicitud por escrito a los tribunales. La confusión se origina en un 
problema de “traducción cultural” de la respectiva disposición. En 
efecto, la versión en inglés de la Convención utiliza ya en el título 
del artículo 8 un contenido mucho más preciso: “the rigth to a fair 
trial” (el derecho a un juicio justo), frente al mucho más ambiguo 
“garantías judiciales” de la versión en español. Asimismo, el en-
cabezado del Nro. 1 en inglés es: “hearing with due guarantees”, 
cuya traducción literal debiera ser “audiencia con las debidas ga-
rantías”, en donde la idea de audiencia es la que preside la regla y 
orienta acerca de cuál es el contenido central de la misma. La nor-
ma del Pacto es aún más explícita. Su versión en inglés señala que 
“everyone shall be entitled to a fair and public hearing”, es decir, “el 
derecho de toda persona a una audiencia justa y pública”, realzan-

35	 El procesalismo tradicional ha usado la expresión juicio como sinónimo de pro-
cedimiento o como sentencia. Ninguna de ambas nociones se adecua a la lógica 
del juicio como garantía del debido proceso en la medida en que no sean pro-
ducto de una audiencia de las características descritas.



39

REFORMA A LOS PROCESOS CIVILES ORALES: CONSIDERACIONES...

do que la idea de audiencia no es posible desvincularla de la idea 
de publicidad y, en consecuencia, de la oralidad. Como se puede 
apreciar, existe una distancia importante entre la idea de “ser oído” 
contenida en las traducciones castellanas de ambos tratados y la de 
“audiencia” contenida en el lenguaje inglés de ambas.

No nos parece que esta diferencia en las expresiones en ambos idio-
mas haya sido solo un problema lingüístico. Este refleja más bien un 
problema muy profundo acerca de la escasa compresión que sobre 
las garantías del debido proceso ha habido en América Latina, como 
ya sugeríamos en párrafos previos. Mientras en el mundo anglosajón 
dicha regla se entendía con claridad, ya que la idea de audiencia es 
equivalente a la idea de juicio oral y público, en América Latina su 
traducción da cuenta de una reducción del contenido de la misma 
a cuestiones puramente procedimentales, como por ejemplo, contar 
con la posibilidad de presentar peticiones al juez por escrito sin 
un juicio. En alguna medida esta falta de claridad se ha traspasado 
también a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, la cual no ha tenido un pronunciamiento claro sobre los 
alcances del “derecho a ser oído” y la garantía de juicio oral y pú-
blico36.

Esta idea de la existencia de un problema cultural de traducción 
(más bien de comprensión de la norma del derecho internacional) 
queda clara cuando se revisan las normas de otros instrumentos 
internacionales vinculantes, que son absolutamente explícitas en la 
materia, aun en su versión en castellano. Así, el artículo 11 párrafo 
1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos señala que la 
culpabilidad de un acusado debe ser demostrada en “juicio públi-
co”. La Convención sobre Derechos del Niño establece en su artícu-
lo 40.2.b iii, referido a los procesos en contra de niños acusados de 
violar leyes penales, que su “causa será dirimida... en una audiencia 

36	 Una revisión de la jurisprudencia de la Corte sobre este punto es realizada por 
Cecilia Medina, La Convención Americana: Teoría y Jurisprudencia, Centro de 
Derechos Humanos Facultad de Derecho Universidad de Chile, Santiago 2005, 
pp. 273 a 283. De ella se puede concluir que la Corte no ha tocado el tema 
de manera explícita. Lo mismo puede apreciarse si se revisa el Repertorio de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 1987-2005, publicado por el Centro 
de Documentación de la Defensoría Penal Pública, diciembre 2005, 279 páginas. 
Un fallo relativamente reciente en donde la Corte destaca la importancia de la 
publicidad de los procesos penales y del principio de contradicción puede verse 
en el caso Palamara Iribarne vs. Chile, sentencia de 22 de noviembre de 2005. 
Véase especialmente párrafos 165 a 168 referidos a la publicidad y 178 a la 
contradicción (en donde, en nuestra opinión, la Corte no saca las conclusiones 
correctas a partir del adecuado análisis de estas garantías del debido proceso).
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equitativa”. Debe llamarse la atención a que la versión en inglés de 
dicho instrumento tiene una redacción similar a la de la Convención 
Americana (fair hearing), no obstante lo cual la traducción respeta 
más fielmente el sentido de la disposición al recoger con claridad 
la idea de audiencia como componente central de la misma. Ello es 
con seguridad una consecuencia del momento en que este tratado 
se discutió (al finalizar la década de los 80), el que es muy poste-
rior a la Convención Americana (durante la década de los 60), por 
lo que es posible asumir que ya existía mayor claridad acerca de la 
lógica del debido proceso en ese momento y ello se plasmó en la 
versión castellana de dicho tratado internacional.

Nos parece entonces que a esta altura de desarrollo del sistema 
jurídico internacional, el sentido del artículo 8.1 de la Convención 
Americana y el 14.1 del Pacto es claro: establecer el juicio oral, 
público y contradictorio como centro de cualquier tipo de proceso. 
En todo caso, el problema derivado de la potencial ambigüedad 
de la redacción castellana de estas reglas está resuelto en forma 
contundente y hace bastante tiempo por una interpretación muy 
consistente que ha dado tanto la Corte Europea de Derechos Huma-
nos37 como el Comité de Derechos Humanos respecto del Pacto38. 
En efecto, en ambos sistemas de protección de derechos humanos 
se ha señalado con precisión que el sentido de dicha cláusula es 
establecer el derecho a un juicio oral, público y contradictorio. Nos 
interesa destacar aquí un par de sentencias que a modo ejemplar 
pueden dar cuenta de cómo esta interpretación también ha sido 
frecuente tratándose de casos en donde los derechos y obligaciones 
que se determinan son de orden civil en un sentido amplio. A modo 
ilustrativo puede revisarse la sentencia del caso Bakker v. Austria39 
de 2003 en el que la Corte Europea, tratándose de un asunto civil 
que involucraba la autorización para el ejercicio de la profesión en 
tribunales administrativos, señala que la falta de una audiencia oral 
para decidir el caso ante la Corte Administrativa, sin que existieran 
circunstancias excepcionales que justificaran prescindir de dicha 
audiencia, constituyó una violación al artículo 6.1. La Corte afirma 
el derecho que en principio tiene toda persona para que su caso 
sea resuelto en una audiencia oral. Otro caso ilustrativo puede re-

37	 Para una revisión general sobre el tema, véase Stephanos Stavros ob. cit., pp. 186 
a 194.

38	 Dominic McGoldrick, The Human Rights Committee: Its Role in the Development 
of the International Covenant on Civil and Political Rights, 416-419 (1991).

39	 Sentencia de la Corte Europea de Derechos Humanos en Case of Bakker v. Aus-
tria del 10 de abril de 2003.
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visarse en el caso de Miller v. Sweden40 de 2005 en donde la Corte 
Europea considera que Suecia violó el artículo 6.1 al no conceder 
la posibilidad de debatir en audiencia oral y pública un caso en el 
que se reclaman ciertos derechos en el ámbito de la seguridad so-
cial ante diversos tribunales administrativos de dicho país (County 
Administrative Court, Administrative Appeal Court y Administrative 
Supreme Court). Así, la Corte señaló en su párrafo 29 que “La Corte 
reitera que en procedimientos ante un tribunal de primera y única 
instancia el derecho a una ‘audiencia pública’ previsto por el artícu-
lo 6.1 incluye el derecho a una audiencia oral a menos que existan 
circunstancias excepcionales que justifiquen dispensar de tal audien-
cia” (la traducción es nuestra). La Corte se apoyó en al menos 10 
casos anteriores a modo ejemplar para sostener tal opinión. La Corte 
también enfatiza en el párrafo 32 de la misma decisión que una le-
gislación que parte de la idea que los procesos son escritos y que 
solo permite realizar audiencias orales a solicitud de las partes es 
–en principio– discrepante con la Convención Europea y su jurispru-
dencia, las que exigen que el procedimiento establezca audiencias 
orales a menos que existan circunstancias excepcionales.

Como se puede apreciar, la idea de audiencia oral y pública se en-
cuentra recogida con fuerza en esta jurisprudencia en materias civi-
les en un sentido amplio. Sin embargo, no obstante la potencia de la 
idea de juicio como garantía central del debido proceso, el derecho 
internacional de los derechos humanos le entrega a cada Estado la 
posibilidad de delinear la estructura específica del juicio oral. En la 
medida en que el juicio satisfaga las exigencias básicas contempla-
das en los instrumentos internacionales, cada Estado es libre para 
regular sus propias particularidades. En este contexto, es posible 
encontrar en el derecho comparado diversas formas de organizar el 
juicio, algunas más adversariales que otras o con distinto arreglos 
institucionales. Así, por ejemplo, algunos sistemas cuentan con jui-
cios por jurados, otros con sistemas mixtos, etc. Con todo, en nues-
tra opinión los Estados no disponen de absoluta libertad ya que la 
lógica de las normas internacionales obliga a unos ciertos mínimos 
que crecientemente imponen un modelo de juicio más adversarial, 
por ejemplo por vía de la cláusula que establece el derecho de las 
partes a presentar y confrontar testigos41. En consecuencia, para ver 

40	 Sentencia de la Corte Europea de Derechos Humanos Case of Miller v. Sweden 
de 8 de febrero de 2005.

41	 En este sentido Pizzi sostiene que en los países occidentales existe un consenso 
emergente en la necesidad de contar con elementos adversariales en el diseño 
de los juicios orales como forma de asegurar el juicio justo. En consecuencia, no 
solo la idea de juicio es la que se encuentra consensuada en los países occidenta-
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el nivel de cumplimiento de las exigencias establecidas por los tra-
tados internacionales en un proceso concreto, no bastará determinar 
si en ese proceso hubo una audiencia oral y pública, sino que deter-
minar si en ella se dio otro conjunto de condiciones que aseguraron 
de manera efectiva el ejercicio razonable de los derechos de las 
personas cuyos derechos y obligaciones se encuentran bajo determi-
nación judicial. Un ejemplo de esto se vincula a la estructura de los 
recursos procesales existentes en contra de las decisiones adopta-
das en juicios orales. En la medida que un recurso permita revisión 
completa de hechos sin que exista la misma calidad de información 
que la recibida en el juicio oral, podría presentarse una situación 
de incompatibilidad de ese sistema recursivo con la finalidad del 
juicio y el debido proceso. Como veremos en otro capítulo de este 
trabajo, esto también se vincula estrechamente con la forma en que 
se organiza el sistema de producción y valoración de la prueba. En 
este sentido, se puede tener un sistema formalmente oral y público, 
pero en el que por vía de una regulación de la prueba inadecuada, 
en la práctica lo decisivo del proceso no será la audiencia, sino que 
la incorporación previa o posterior de material escrito producido 
fuera de la misma. Es decir, en donde la audiencia y la oralidad solo 
cumplan una función formal. De ser así, dicho proceso podría ser 
fuertemente cuestionado desde el punto de vista del debido proceso 
y la lógica que imponen los tratados internacionales de derechos 
humanos y su jurisprudencia. En consecuencia, existe un estrecho 
vínculo entre las ideas sustantivas detrás de la lógica de las audien-
cias orales, pública y contradictorias y los sistemas de prueba.

2.2.	El juicio oral y su débil consagración en las legislaciones pro-
cesales civiles

Estando claro que el juicio oral o la audiencia oral, pública y con-
tradictoria, constituyen la base sobre la cual se construye el debido 
proceso, ello debiera reflejarse consecuencialmente con claridad 
en las legislaciones procesales. Así lo ha sido en la mayoría de las 
legislaciones procesales penales reformadas en América Latina. Por 
ejemplo, el nuevo Código Procesal Penal chileno introdujo en el 
Libro I un Título I, denominado “Principios Básicos”, en el que se 
desarrollan las principales garantías del debido proceso. En su pri-
mera norma, contenida en el artículo 1º, se reconoce precisamente 
el derecho a “un juicio previo, oral y público”. Pensamos que esta 

les, sino la que éste debe contener al menos mínimos componentes adversariales. 
Véase William Pizzi, Trials Without Thruth, New York University Press, 1999, pp. 
93 y 94.
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norma es la que en la legislación chilena expresa más claramente la 
noción de debido proceso.

No ha ocurrido lo mismo en Chile con la dictación o en la discusión 
de nuevas leyes de carácter procesal civil en un sentido amplio. Así, 
con posterioridad a la vigencia del Código Procesal Penal, se han 
dictado en Chile varias leyes que han pretendido extender la noción 
de juicio oral a otras áreas como son la de familia (Ley 19.968) y la 
ley que estableció un nuevo proceso laboral. En ambos casos cree-
mos que esta noción se ha debilitado tanto por problemas concep-
tuales como operativos. En cuanto a estos últimos, cabe citar las res-
pectivas leyes en las cuales no se hacen definiciones claras respecto 
al derecho de las personas a un juicio oral como base del sistema. 
La misma crítica es posible hacerla respecto del anteproyecto de 
nuevo Código Procesal Civil chileno redactado por un foro promo-
vido por el gobierno, el que en su artículo 3º se refiere al debido 
proceso42, pero no explicita su contenido ni indica la idea de que 
este se expresa en un juicio oral. No obstante lo anterior, tanto en la 
ley de los nuevos tribunales de familia (Artículos 10, 11 y 12) como 
el mismo anteproyecto de Código Procesal Civil (Artículos 9 a 12) 
contemplan un conjunto de normas que sí proclaman esta noción 
(principio de oralidad, inmediación, concentración y publicidad), 
pero ellas parecen estar más bien orientadas a regular características 
del procedimiento y no a establecer una lógica de garantías que gire 
con claridad en torno a la idea de juicio oral como centro del pro-
ceso. Tampoco se encuentran en dichas reglas la especificación de 
las otras exigencias básicas del debido proceso que hemos revisado 
someramente43.

Algo similar ocurre cuando se revisan varias legislaciones de nuestra 
región en las que se han introducido reformas importantes a los pro-
cedimientos civiles. Es el caso, entre otros, del Código General del 
Proceso del Uruguay en donde en su Título I del Libro I referido a 

42	 Dicho artículo 3º incluso repite el defecto apuntado de la cláusula constitucional 
al señalar que los procedimientos racionales y justos son aquellos definidos por 
el legislador en el propio Código u otras leyes especiales.

43	 Un caso más extremo está constituido por el proyecto de ley que establece una 
jurisdicción tributaria y aduanera en Chile que implica volver a la lógica de pro-
cedimientos completamente escritos. En efecto, en octubre de 2006 el gobierno 
de Chile presentó al Congreso Nacional una indicación sustitutiva (Boletín Nro. 
3139-05 de 30 de octubre de 2006) con el objeto de reemplazar y fortalecer un 
proyecto de ley existente en la materia desde el año 2002. Cuando se analizan 
los procedimientos propuestos tanto en materia tributaria como aduanera se pue-
de apreciar que ellos se basan exclusivamente en la tramitación de expedientes 
sin ningún tipo de audiencia que permita resolver el caso.
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los “Principios Generales”, tampoco es posible encontrar una cláu-
sula general de debido proceso ni otra que establezca con claridad 
la idea de audiencia oral y pública como núcleo central del mis-
mo. En este Código también se contienen normas sobre publicidad 
(Artículo 7º) e inmediación (Artículo 8º) que dan cuenta de esta ga-
rantía fundamental de manera implícita, pero que por lo mismo son 
una consagración débil de ella. Otro ejemplo está constituido por el 
Código Procesal Civil Modelo para Iberoamérica desarrollado por 
el Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal como guía para la 
reforma procesal civil en la región. Este texto básicamente se estruc-
tura en la misma lógica del Código uruguayo, es decir, sin una con-
sagración clara de una cláusula general de debido proceso ni sobre 
la idea de audiencia oral, pero con un conjunto de disposiciones 
que se refieren a principios tales como la publicidad (Artículo 7º), la 
inmediación (Artículo 8º) y la concentración (Artículo 10), que indi-
rectamente la asumen.

Este tratamiento normativo de los diversos componentes del debi-
do proceso parece revelar que el papel que se pretende que ellos 
tengan dentro del diseño del proceso sea más bien uno de carácter 
institucional, es decir, parecen normas pensadas en guiar a las ins-
tituciones judiciales para actuar de una manera determinada, como 
si se tratara de un conjunto de principios organizacionales que, 
teniendo esa jerarquía, conviven al mismo nivel con otros cuya im-
portancia relativa no es posible definir con claridad y que no tienen 
relación alguna con el debido proceso. Así ocurre por ejemplo en la 
nueva ley de tribunales laborales chilenos44 cuando, por ejemplo, 
en el primer artículo del párrafo denominado “De los principios 
formativos del proceso”, dispone que “Los procedimientos del tra-
bajo serán orales, públicos y concentrados. Primarán en ellos los 
principios de la inmediación, impulso procesal de oficio, celeridad, 
buena fe, bilateralidad de la audiencia y gratuidad”. Los elementos 
de esta norma que podrían relacionarse con el debido proceso pa-
recen estar pensados desde esta lógica institucional. Así lo recalcan 
las normas que a continuación explican el contenido específico de 
cada uno de dichos principios. El artículo 428 de esta misma ley 
señala, respecto de la celeridad, que los actos procesales “deberán 
realizarse con la celeridad necesaria, procurando concentrar en un 
solo acto aquellas diligencias en que esto sea posible”. ¿Qué signifi-
ca celeridad para este proceso laboral? ¿Significa el derecho de las 
partes a un juicio realizado en un plazo razonable (debido proceso) 

44	 Ley 20.087, cuya entrada en vigencia de modo diferido fue el 1 de marzo de 
2008.


